
 
 

RECOMENDACIÓN No.: 09/2023 

Asunto: Violación a su Derecho Humano a la 

Legalidad y Seguridad Jurídica consistente en 

Inadecuada Prestación del Servicio Público en 

Materia de Procuración de Justicia 

Autoridad: Agente del Ministerio Público de 

Procedimiento Penal Acusatorio adscrito a las 

Unidades Generales de Investigación en Güemez, 

Tamaulipas. 

Expediente de Queja No.: 237/2022 

Quejosa: . 

 

 

        Ciudad Victoria, Tamaulipas, a veintiséis de junio del 2023. 

 

VISTO para resolver el expediente número 237/2022, iniciado con 

motivo de la queja presentada por la C.  

, quien hace valer actos presuntamente violatorios de 

derechos humanos, imputados al Agente del Ministerio Público de 

Procedimiento Penal Acusatorio, Comisionado a las Unidades 

Generales de Investigación en Güemez, Tamaulipas, los que ante 

este Organismo fueron calificados como inadecuada prestación del 

servicio público en materia de procuración de justicia; una vez 

analizados los elementos de convicción que conforman el 

procedimiento que nos ocupa, atento a lo establecido en los artículos 

102 apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y 126 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Tamaulipas, 8, 41, 42 y 43 de la Ley que rige la 

organización y funcionamiento de esta institución; así como, los 
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diversos 10 y 63 de su Reglamento Interno, se emite el siguiente 

acuerdo de conformidad con los siguientes: 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

 

1. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, 

recabó en fecha 18 de octubre del 2022, la queja por los siguientes 

hechos: 

 

 “…Que la suscrita en este momento ratifico el contenido 

de mi escrito de queja interpuesta vía correo electrónico 
ante esta Comisión en fecha 17 de octubre del presente 

año; aclarando que estuve casada con el C.  

, durante 23 años, yo habitaba 

en el Municipio de Güemez, Tamaulipas, donde tenía un 

negocio el cual tuve a mi cargo durante 20 años, es un 

Minisuper, el cual yo tengo los documentos de facturas y 

los pagos de Hacienda, del cual yo sobrevivía y mantenía 

a mis 2 hijos; sin embargo, en el 2018 nos separamos mi 

esposo y yo y yo seguí a cargo y trabajando el negocio, y 
en el mes de mayo de 2020, al intentar yo ingresar al 

negocio no pude entrar, llevé un cerrajero y mi ex marido 
lo golpeó, así mismo, él se encontraba acompañado de 

varios sujetos, los cuales desconozco pero andaban 

armados y con lujo de violencia y amenazándonos con 

pistolas nos corrieron del lugar a mi sobrina  

 y al cerrajero; con 

motivo de ese robo con violencia y despojo de inmuebles 

interpuse denuncia ante la Agencia del Ministerio Público 

de Güemez, Tamaulipas, dándose origen a la carpeta de 

investigación ; que ya han transcurrido 2 años 5 

meses, y el Ministerio Público aún no judicializa la 

carpeta, por lo que solicito la intervención de este 

Organismo, ya que considero que con esa dilación el 

Ministerio Público violenta mis derechos humanos, a 
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efecto de que se agilice la integración de mi carpeta y se 

proceda a su judicialización.”(sic)   
 

2. Una vez analizado el contenido de la queja, ésta se calificó como 

presuntamente violatoria de derechos humanos, radicándose con el 

número 237/2022, y se acordó solicitar a la autoridad señalada 

como responsable un informe, relacionado con los hechos 

denunciados, así como la documentación que se hubiera integrado 

sobre el caso. 

 

3. Mediante oficio número FGJ/DGAJDH/DCDH/DH/20668/2022 de 

fecha 03 de noviembre de 2022, signado por el Mtro.  

, Director General de Asuntos Jurídicos y de Derechos 

Humanos de la Fiscalía General de Justicia del Estado, hace de 

nuestro conocimiento el oficio FGJ/FDV/5421/2022 de la Licenciada 

     , Fiscal de Distrito Victoria, 

mediante el cual remite el diverso FGJ/UGIG/1352/2022 suscrito por 

el licenciado , Agente del Ministerio 

Público de Procedimiento Penal Acusatorio, Comisionado a las 

Unidades de Investigación en Güemez, mediante el cual comunicó lo 

siguiente: 

 

“… se acepta la propuesta conciliatoria y se emite el 

informe que se enuncia a continuación: 1.- INFORME 

LA RAZÓN O MOTIVO DEL ACTUAR DEL PERSONAL A 

ESA AGENCIA, RESPECTO A LO DESCRITO EN LOS 

DOCUMENTOS: por lo cuanto al suscrito se está 

realizando el estudio minucioso de la presente carpeta 
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de investigación para su determinación y en cuanto al 

personal anterior me encuentro imposibilitado a emitir 
una opinión. 2.- INFORME EL ESTADO ACTUAL DE LA 

CARPETA DE INVESTIGACIÓN : Trámite en su 

fase inicial. 3.- INFORME SI AÚN EXISTEN 

DILIGENCIAS POR DESAHOGAR Y EL MOTIVO POR EL 

CUAL NO SE HAN REALIZADO: se está realizando un 

estudio minucioso de la totalidad de la presente 

carpeta de investigación a fin de emitir una 

determinación. 4.- INFORME CUAL FUE, ASÍ COMO LA 

FECHA DE LA ÚLTIMA ACTUACIÓN REALIZADA 
DENTRO DE DICHA CARPETA: Informe policía de fecha 

28 de abril del 2021. …” 

 
 

4. Con una copia del informe rendido por la autoridad señalada 

como responsable, se dio vista a la parte quejosa para que 

expresara lo que a su interés conviniera, y en el mismo acto se 

ordenó la apertura de un período probatorio consistente en diez días 

hábiles, circunstancia que se hizo del conocimiento a las partes por 

si fuera el caso que desearan aportar alguna prueba de su intención. 

 

5. Pruebas desahogadas en el procedimiento.  

 

5.1. Mediante oficio número FGJ/DGAJDH/DCDH/DH/5687/2023 de 

fecha 22 de marzo de 2023, signado por el Mtro.  

, Director General de Asuntos Jurídicos y de Derechos 

Humanos de la Fiscalía General de Justicia del Estado, mediante el 

cual remite copia certificada de la carpeta de investigación 

, en contra de , por el delito de 
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violencia familiar, que se sustancia en la Fiscalía de Distrito 

Victoria. 

 

6. De las constancias que integran el presente expediente, 

tienen especial relevancia para acreditar los hechos y 

antecedentes descritos en el apartado anterior las 

siguientes evidencias o medios probatorios: 

 

 Documental consistente en escrito de queja de fecha 18 de 

octubre del 2022, signado por la C.    

. (Punto 1 de ANTECEDENTES). 

 

 Documental consistente en oficio número 

FGJ/DGAJDH/DCDH/DH/20668/2022 de fecha 03 de noviembre 

de 2022, signado por el Mtro.   , Director 

General de Asuntos Jurídicos y de Derechos Humanos de la 

Fiscalía General de Justicia del Estado, en el que hace de nuestro 

conocimiento el oficio FGJ/FDV/5421/2022 de la Licenciada  

, Fiscal de Distrito Victoria, mediante 

el cual remite el diverso FGJ/UGIG/1352/2022 suscrito por el 

Licenciado , Agente del Ministerio 

Público de Procedimiento Penal Acusatorio, Comisionado a las 

Unidades de Investigación en Güemez, Tamaulipas, en el cual 

rinde el informe correspondiente. (Punto 3 de ANTECEDENTES). 
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 Documental consistente en oficio número 

FGJ/DGAJDH/DCDH/DH/5687/2023 de fecha 22 de marzo de 

2023, signado por el Mtro. , Director General 

de Asuntos Jurídicos y de Derechos Humanos de la Fiscalía 

General de Justicia del Estado, mediante el cual remite copia 

certificada de la Carpeta de Investigación , en contra de 

, por el delito de violencia familiar, 

que se sustancia en la Fiscalía de Distrito Victoria. (Punto 5.1. de 

ANTECEDENTES). 

 

7. Una vez agotado el período probatorio, el expediente quedó en 

estado de resolución, y de cuyo análisis se obtuvieron las siguientes: 

 

C O N C L U S I O N E S 

 

PRIMERA. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

Tamaulipas, es un organismo público autónomo, que entre sus 

objetivos fundamentales se encuentra la protección, observancia, 

promoción, estudio y difusión de los derechos humanos previstos por 

el orden jurídico mexicano, de conformidad con lo establecido en los 

artículos 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, 16, 58 fracción XVIII y 126 de la Constitución 

Política del Estado de Tamaulipas, así como 1, 2, 3, 4 y 8 de la Ley 

de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas. 
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SEGUNDA. Del análisis oficioso no se encontró acreditada alguna 

causa de improcedencia.   

 

TERCERA. Los hechos señalados por la quejosa se traducen en 

violación del derecho a la justicia consagrado por la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así mismo, por diversos 

instrumentos internacionales en la materia con aplicación en nuestro 

País, como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre, Declaración Universal de los Derechos Humanos, de la Ley 

de Protección a las Víctimas  para el Estado de Tamaulipas, los que 

en esencia reconocen el derecho que tiene todo gobernado de que 

las autoridades del estado procuren una justicia en forma pronta, 

completa y expedita, garantizando a las víctimas del delito una 

investigación pronta y eficaz que conlleve a la verdad de lo ocurrido 

acerca de los hechos en que les fueron violados sus derechos 

humanos. 

 

Los actos reclamados por parte de la C.  

, señalan textualmente lo siguiente: 

 

“…que estuve casada con el C. , 

durante 23 años, yo habitaba en el Municipio de Güemez, 

Tamaulipas, donde tenía un negocio el cual tuve a mi cargo durante 

20 años, es un Minisuper, el cual yo tengo los documentos de 

facturas y los pagos de Hacienda, del cual yo sobrevivía y mantenía 

a mis 2 hijos; sin embargo, en el 2018 nos separamos mi esposo y 

yo y yo seguí a cargo y trabajando el negocio, y en el mes de mayo 
de 2020, al intentar yo ingresar al negocio no pude entrar, llevé un 
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cerrajero y mi ex marido lo golpeó, así mismo, él se encontraba 

acompañado de varios sujetos, los cuales desconozco pero andaban 
armados y con lujo de violencia y amenazándonos con pistolas nos 

corrieron del lugar a mi sobrina  

 y al cerrajero; con motivo de ese robo con violencia y 

despojo de inmuebles interpuse denuncia ante la Agencia del 

Ministerio Público de Güemez, Tamaulipas, dándose origen a la 

carpeta de investigación ; que ya han transcurrido 2 años 5 

meses, y el Ministerio Público aún no judicializa la carpeta, por lo 

que solicito la intervención de este Organismo, ya que considero que 

con esa dilación el Ministerio Público violenta mis derechos humanos, 
a efecto de que se agilice la integración de mi carpeta y se proceda a 

su judicialización”. 

  
 

CUARTA. De inicio, cabe señalar que este Organismo obtuvo copias 

certificadas de la carpeta de investigación número , 

radicada por el Agente del Ministerio Público de Procedimiento Penal 

Acusatorio, Comisionado a las Unidades Generales de Investigación 

en Guemez, Tamaulipas, y su análisis permitió constatar el 

desahogado de diversas actuaciones ministeriales las cuales resulta 

relevante exponer en el siguiente orden cronológico:   

 

Fecha Diligencia Periodo de 
Inactividad 

En fecha 15 de mayo de 
2020 

Se dictó el auto de inicio 
de la Carpeta de 
Investigación número 

. 

 

En fecha 15 de mayo de 
2020 

Se solicitó a la Dirección 
de Servicios Periciales 
de la Fiscalía General de 
Justicia del Estado, se 
designe Perito Psicólogo 
para que examine a la 
C.   

. 

 

En fecha 27 de mayo del 
2020 

Se acordó escrito de 
promoción de la quejosa 
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de fecha 22 de marzo 
del 2022, mediante el 
cual designa a los Lic. 

  
 y/o  

   
como sus asesores 
jurídicos particulares 

En fecha 28 de mayo del 
2020 

Se recabó 
comparecencia de la C. 

  
 quien ratificó el 

contenido de su escrito 
de fecha 27 de mayo del 
2020. 

 

En fecha 28 de mayo de 
2020 

Se recabó 
comparecencia del Lic. 

  
, quien 

compareció a fin de 
aceptar el cargo de 
Asesor Jurídico. 

 

En fecha 1º de Junio del 
2020 

Se acordó tener por 
recibido escrito de fecha 
27 de mayo de 2020 
suscrito por la C.  

  
 mediante el cual 

amplía su denuncia en 
contra del C.  

   
y/o quien resulte 
responsable por los 
delitos de robo con 
violencia y/o despojo de 
bienes inmuebles y/o el 
que resulte.       

 

En fecha 4 de junio de 
2020 

Se ordena la 
investigación de los 
hechos al Coordinador 
de la Policía 
Investigadora de la 
Unidad General de 
Investigación en 
Guémez, Tamaulipas.  

 

En fecha 5 de junio de 
2020 

Se acordó tener por 
recibido escrito de la C. 

  
 mediante el cual 

aportó medios de 
prueba para que sean 
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agregados a su 
investigación. 

En fecha 06 de julio de 
2020 

Se recibió informe de la 
Agente de la Policía 
Estatal Investigadora 
adscrita a la Unidad 
General de 
Investigación de Nuevo 
Padilla, Tamaulipas. 

 

En fecha 20 de julio de 
2020 

Se recibió escrito de la 
C.   

  
mediante el cual ofrece 
datos de prueba para 
que sean agregados a la 
carpeta de 
investigación. 

 

En fecha 29 de julio de 
2020    

Se envió oficio al 
encargado de la Policía 
Investigadora del 
municipio de Guémez, 
Tamaulipas que 
contiene orden de 
continuación de 
investigación.  

 

En fecha 12 de agosto de 
2020 

Se acordó escrito de 
fecha 11 de agosto del 
año 2020, presentado 
por la C.  

  en el 
que solicita se le expida 
copia certificada de la 
Carpeta de 
Investigación . 

 

En fecha 17 de agosto de 
2020 

Se recabó constancia de 
comparecencia de la C. 

  
en la que se le 

hace entrega de las 
copias certificada de la 
NUC   

 

En fecha 31 de agosto de 
2020 

Se recibió informe de la 
Agente de la Policía 
Investigadora adscrita a 
la Unidad General de 
Investigación en Nuevo 
Padilla, Tamaulipas, 
mediante el cual remite 
Acta de Entrevista al 
testigo C.  
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En fecha 09 de septiembre 
de 2020 

Se recibió escrito del 
Asesor Jurídico de la C. 

  
 mediante el cual 

solicita cite por los 
conductos legales al 
imputado, para que se 
le tome declaración en 
torno a los hechos.  

 

En fecha 09 de septiembre 
de 2020 

Se recibió escrito de la 
C.   

  
mediante el cual solicita 
que vistos los medios de 
prueba aportados se 
realice el estudio 
correspondiente, se 
judicialice ante el 
Órgano Jurisdiccional 
competente.  

 

En fecha 23 de septiembre 
de 2020 

Se recibió escrito de la 
C.   

  en el 
que solicita se requiera 
al imputado  

   
para que por su 
conducto se le haga 
entrega de bienes 
inmuebles.  

 

En fecha 27 de septiembre 
de 2020 

Se acuerda procedente 
lo solicitado por la 
víctima  

  en su 
escrito de fecha 23 de 
septiembre del 2020.  

 

En fecha 16 de octubre de 
2020 

Se recaba constancia de 
entrega de copias del 
NUC  al imputado 

  
.   

 

En fecha 19 de octubre de 
2020 

Se dicta acuerdo de cita 
al imputado  

. 

 

En fecha 20 de octubre de 
2020 

Se notifica cita al 
imputado  

  

 

En fecha 20 de octubre de 
2020 

Se recibe Dictamen 
General de Servicios 
Periciales y Ciencias 
Forenses de la C.  
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, suscrito por la 

LIC. PS.   
 

En fecha 24 de noviembre 
de 2020 

Se recibe escrito de la 
C.   

 en el 
cual ofrece datos de 
prueba para que sean 
agregados a su 
investigación. 

2 meses de 
inactividad 

En fecha 22 de enero de 
2021 

Se recibe escrito de la 
C.   

 en el 
cual ofrece datos de 
prueba para que sean 
agregados a su 
investigación. 

 

En fecha 22 de enero de 
2021 

Se tiene por recibido 
escrito de la C.  

  
 en el que solicita 

sea judicializada la NUC 
 ante el Organo 

Jurisdiccional 
competente, para que 
se formalice la 
investigación de los 
hechos.      

1 mes 
inactivadad 

En fecha 23 de febrero de 
2021 

Se ordena al encargado 
de la Policía Estatal de 
Investigación orden de 
continuación de 
investigación. 

 

En fecha 08 de marzo de 
2021 

Se solicitó al Agente de 
la Policía Investigadora 
de la Fiscalía General de 
Justicia del Estado de 
Tamaulipas, adscrito a 
la Unidad General de 
Investigación de Nuevo 
Padilla, Tamaulipas, 
informe si en el registro 
con que cuenta esa 
Unidad de Investigación 
hay alguna carpeta 
iniciada a nombre de 

  
. 

 

En fecha 08 de marzo de 
2021   

Se recibió escrito del C. 
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, asesor de la 
C.   

  
mediante el cual ofrece 
medios de prueba para 
agregar a la 
investigación.   

En fecha 11 de marzo de 
2021 

Se solicita a los Agentes 
del Ministerio Público 
adscritos a la Unidad 
General de 
Investigación Número 1 
de esta ciudad, 
informen si en esa 
unidad cuentan con 
alguna carpeta de 
investigación iniciada a 
nombre de  

. 

 

En fecha 11 de marzo de 
2021 

Se solicita a los Agentes 
del Ministerio Público 
adscritos a la Unidad 
General de 
Investigación Número 2 
de esta ciudad, 
informen si en esa 
unidad cuentan con 
alguna carpeta de 
investigación iniciada a 
nombre de  

. 

 

En fecha 11 de marzo de 
2021 

Se solicita a los Agentes 
del Ministerio Público 
adscritos a la Unidad 
General de 
Investigación Número 4 
de esta ciudad, 
informen si en esa 
unidad cuentan con 
alguna carpeta de 
investigación iniciada a 
nombre de  

. 

 

En fecha 11 de marzo de 
2021 

Se recibió informe de la 
Agente del Ministerio 
Público de 
Procedimiento Penal 
Acusatorio Comisionada 
a la Unidad General de 
Investigación 2 de la 
Fiscalía General de 

 



Queja No. 237/2022 

 14 

Justicia del Estado. 
En fecha 07 de abril de 
2021 

Se solicitó a los Agentes 
del Ministerio Público 
adscritos a la Unidad 
General de 
Investigación de 
Atención Inmediata de 
la Fiscalía, informen si 
en el registro con que 
cuenta esa unidad, hay 
alguna carpeta de 
investigación iniciada a 
nombre del C.  

.  

 

En fecha 07 de abril de 
2021 

Se solicita a los Agentes 
del Ministerio Público 
adscritos a la Unidad 
General de 
Investigación Número 3 
de esta ciudad, 
informen si en esa 
unidad cuentan con 
alguna carpeta de 
investigación iniciada a 
nombre de  

. 

 

En fecha 27 de abril de 
2021 

Se recibe informe del 
Agente de la Policía 
Investigadora de la 
Fiscalía. 

 

En fecha 07 de abril de 
2021 

Se solicita a los Agentes 
del Ministerio Público 
adscritos a la Unidad 
General de 
Investigación Número 5 
de esta ciudad, 
informen si en esa 
unidad cuentan con 
alguna carpeta de 
investigación iniciada a 
nombre de  

. 

 

En fecha 27 de abril de 
2021  

Se recibió informe de 
los Agentes del 
Ministerio Público de 
Procedimiento Penal 
Acusatorio y Oral 
adscritos a la Unidad 
General de 
Investigación 5 de esta 
ciudad. 
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En fecha 14 de abril de 
2021 

Se recibió informe de 
los Agentes del 
Ministerio Público de la 
Unidad General de 
Investigación 3 de esta 
ciudad. 

 

En fecha 14 de abril de 
2021 

Se recibe informe del 
Agente del Ministerio 
Público Orientador 
adscrita a la Unidad de 
Atención Inmediata en 
Victoria, en el mismo 
anexa copia certificada 
del RAC .  

 

En fecha 10 de octubre de 
2021 

Se recaba constancia de 
llamada telefónica con 
el imputado  

. 

2 meses 
inactiva 

En fecha 08 de diciembre 
de 2021 

Se recibió escrito de la 
C.   

  
mediante el cual solicitó 
copia certificada del 
NUC  

3 meses 
inactiva 

En fecha 24 de febrero de 
2022 

Se recabó constancia en 
la que se le hacen 
entrega de las copias de 
la NUC  a la C. 

  
 

11 meses 
inactiva 

En fecha 16 de febrero de 
2023 

Se acuerda tener por 
recibido el escrito de la 
C.   

  
mediante el cual solicita 
se judicialice la carpeta 
de investigación 

  

 

 

 

QUINTA. Evidentemente, las actuaciones ministeriales expuestas 

cronológicamente con antelación, permiten acreditar la existencia de 

dilación en la integración de la carpeta de investigación , 

imputable al Agente del Ministerio Público de Procedimiento Penal 

Acusatorio, Comisionado a las Unidades Generales de Investigación 
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en Güemez, Tamaulipas, en ese contexto, desde el inició de la 

indagatoria hasta la fecha de ésta Recomendación, han transcurrido 

tres años, sin soslayar que la indagatoria se encuentra en trámite, 

de acuerdo a lo informado a este Organismo por parte del Lic.  

, Fiscal Investigador.   

 

En efecto, dentro del lapso del tiempo aludido, se acredita que el 

órgano investigador no ha conducido eficaz y diligentemente la 

investigación para demostrar o no la existencia del delito y la 

responsabilidad del imputado, en desapego a lo previsto en la 

Constitución Política y la legislación aplicable en la materia y en 

consecuencia esa inadecuada prestación del servicio público en 

materia de procuración de justicia, genera un perjuicio a la 

impetrante en su calidad de víctima directa para garantizarle su 

derecho de acceso a la justicia. 

 

Ciertamente, toda persona tiene derecho a ser juzgada dentro de los 

plazos legalmente establecidos, y en ese orden de ideas, las 

autoridades involucradas en materia de procuración e impartición de 

justicia, tiene el deber de atender las solicitudes de las partes con 

prontitud y evitar dilaciones injustificadas.  

 

Así las cosas, una debida investigación de los hechos, se traduce en 

que las víctimas y sus familiares, así como la sociedad en general, 

tengan garantizado el derecho a conocer la verdad y, por tanto, que 
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las víctimas tengan acceso a la justicia, y finalmente se les reparen 

los daños. 

 

VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA JUSTICIA 

EN SU MODALIDAD DE PROCURACIÓN. 

 

SEXTA. El acceso a la justicia es un derecho fundamental que 

reconoce el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y constituye la prerrogativa a favor de los 

gobernados de acudir y promover ante las instituciones del Estado 

competentes, la protección de la justicia a través de procesos que le 

permitan obtener una decisión en la que se resuelva de manera 

efectiva sobre sus pretensiones o derechos que estime le fueron 

violentados, en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo 

sus resoluciones de manera pronta, completa, imparcial y gratuita. 

 

      Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha 

señalado en relación a la función del Ministerio Público, que: 

 

“Conforme a los artículos 21 y 102 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos el Ministerio Público tiene a su cargo la 

persecución e investigación de los delitos, lo que significa que es el 

único órgano estatal competente para formular e  impulsar la 

acusación o imputación delictiva (…) los artículos constitucionales 

aludidos deben leerse en el sentido de que establecen obligaciones a 

cargo del Ministerio Público, de manera que la investigación y 

persecución de los delitos no constituyen una prerrogativa a su 

cargo y, por tanto, no puede renunciar a su ejercicio, el cual es 

revisable en sede constitucional (…)”. 
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      Así mismo, la SCJN en su tesis con registro 

digital 2015606, décima época, publicada en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, libro 48, de noviembre de 2017, 

tomo I, página 431, expone el rubro y texto siguiente: 

 

ACCIÓN PENAL. EL PLAZO DE SEIS MESES PARA 

QUE EL MINISTERIO PÚBLICO LA REFORMULE, 

PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 160 Y 312, 

FRACCIÓN VII, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE 

AGUASCALIENTES ABROGADO, RESULTA 

RAZONABLE. La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha estimado que debe existir un 

plazo que motive al Ministerio Público a cumplir con su 

obligación constitucional de emitir un pronunciamiento 

sobre el ejercicio o no ejercicio de la acción penal, 

como deriva de las consideraciones emitidas al 

resolver la contradicción de tesis 35/99, que originó la 

tesis de jurisprudencia 1a./J. 24/2001, (1) de rubro: 

"JUECES DE DISTRITO. ESTÁN FACULTADOS PARA 

APRECIAR SI HA TRANSCURRIDO UN PLAZO 

RAZONABLE PARA QUE EL MINISTERIO PÚBLICO 

EMITA ALGÚN PRONUNCIAMIENTO RESPECTO DEL 
EJERCICIO O NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y 

PARA, EN SU CASO, IMPONERLE UNO PARA QUE DICTE 

LA RESOLUCIÓN QUE CORRESPONDA COMO 

RESULTADO DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA."; por ello, 

se estima que el plazo de seis meses para que el 

Ministerio Público reformule el ejercicio de la acción 

penal, previsto en los artículos 160 y 312, fracción VII, 

del Código de Procedimientos Penales para el Estado 

de Aguascalientes abrogado, resulta razonable, en 

virtud de que dicho órgano investigador en la etapa de 

averiguación previa tuvo un primer referente temporal 

-como mínimo tres años- regulado por la figura de la 

prescripción, para proponer el ejercicio de la acción 
penal y cuando considera satisfechos los presupuestos 
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legales realiza la consignación al Juez correspondiente, 

quien de estimar que no se reúnen los exigencias del 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, decide negar la orden de 

aprehensión o citación a preparatoria haciendo notar 

las deficiencias de la averiguación, para que en un 

segundo momento el fiscal investigador pueda 

enmendar, corregir y agregar lo necesario para 

reformularla. Plazo que se estima suficiente para que 

realice las acciones necesarias a efecto de lograr su 

cometido constitucional, pues de no existir, se 
trastocaría el derecho a la seguridad jurídica del que 

gozan tanto el inculpado como las víctimas del delito, 

ya que la actividad del órgano persecutor de los delitos 
debe quedar sujeta a un referente temporal cierto y 

razonable compatible con el derecho a una justicia 

pronta y expedita. PRIMERA SALA Amparo directo en 

revisión 4995/2016. Instituto de Vivienda Social y 

Ordenamiento de la Propiedad del Estado de 

Aguascalientes. 1 de marzo de 2017. Mayoría de tres 

votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 

José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 

formuló voto particular y Norma Lucía Piña Hernández, 

quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretario: Julio César Ramírez Carreón. Amparo 

directo en revisión 5004/2016. Instituto de Vivienda 

Social y Ordenamiento de la Propiedad del Estado de 

Aguascalientes. 1 de marzo de 2017. Mayoría de tres 

votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 

José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 

formuló voto particular y Norma Lucía Piña Hernández, 

quien reservó su derecho para formular voto 

particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretario: Julio César Ramírez Carreón. 
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     El derecho a la justicia también se encuentra reconocido en 

tratados y convenciones internacionales suscritos y ratificados por el 

Estado Mexicano, en ese sentido el artículo 8.1 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, precisa en términos generales, 

que toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías 

y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente 

para la determinación de sus derechos y obligaciones; por su parte 

los artículos 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos; 3, 8 y 10 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos; XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre; 1, 2, 3, 4 y 6 de la “Declaración sobre los 

principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y 

abuso de poder” de las Naciones Unidas y 3, inciso b), inciso c), 10 y 

12, inciso c) de los “Principios y directrices básicos sobre el derecho 

de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 

internacionales de derechos humanos”, establecen la obligación del 

Ministerio Público para tomar las medidas necesarias en la 

integración de la averiguación previa, dar seguimiento a las 

denuncias y allegarse de elementos para el esclarecimiento de los 

hechos; debiendo facilitar a las personas, con motivo de actos que 

violen sus derechos fundamentales, acceso a los mecanismos de 

justicia y en su caso a la reparación del daño.  

 

      Con relación a los tratados internacionales aludidos, la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, se ha pronunciado 

insistentemente respecto de la importancia de que las autoridades 
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encargadas de la procuración e impartición de justicia lleven a cabo 

una adecuada investigación, de conformidad con lo dispuesto en el 

referido precepto internacional, como en los casos: López Álvarez vs. 

Honduras de fecha 1 de febrero de 2006; García Asto  y Ramírez 

Rojas vs. Perú de fecha 25 de noviembre de 2005, Tibi vs. Ecuador 

de fecha 7 de septiembre de 2004, caso Suárez Rosero vs. Ecuador, 

sentencia de 12 de noviembre de 1997, caso Acosta Calderón vs. 

Ecuador, sentencia de 24 de junio de 2005, en los que el tribunal 

internacional explica la necesidad de que las autoridades 

actúen con diligencia, con el objeto de tutelar eficazmente los 

derechos humanos de víctimas, ofendidos y los probables 

responsables. 

 

      Por otra parte, el acceso a la justicia en su modalidad de 

procuración de justicia, se encuentra reconocido en los artículos 1, 2, 

7, fracciones I, III, V, VII, IX y X, 8, tercer párrafo, 10, 18, 19, 20 y 

21 de la Ley General de Víctimas.   

 

      En ese sentido, el artículo 7, fracciones XXVI y XXVII, de la 

Ley General de Víctimas, establece que es derecho de las víctimas:  

“una investigación pronta y efectiva que lleve a la 

identificación, captura, procesamiento y sanción de 

manera adecuada de todos los responsables del daño, 

al esclarecimiento de los hechos y a la reparación del 

daño”, así como “participar activamente en la 

búsqueda de la verdad de los hechos y en los 

mecanismos de acceso a la justicia que estén a su 

disposición, conforme a lo procedimientos establecidos 
en la ley de la materia”. 
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      Y en congruencia el artículo 5 de la Ley General de 

Víctimas,  establece que el concepto de debida diligencia implica que 

las autoridades del Estado, deberán realizar todas las actuaciones 

necesarias dentro de un tiempo razonable para lograr el objeto de 

esa ley, en especial la prevención, ayuda, atención, asistencia, 

derecho a la verdad, justicia y reparación integral del daño, con la 

finalidad de que la víctima sea tratada y considerada como sujeto 

titular de derecho ante el reconocimiento de la responsabilidad del 

Estado, por la actuación irregular de sus agentes.  

 

      En lo que respecta al Código Nacional de Procedimientos 

Penales, referente a la procuración de justicia, el artículo 131, 

señala: 

 

“Artículo 131. Obligaciones del Ministerio 

Público. Para los efectos del presente Código, el 

Ministerio Público tendrá las siguientes obligaciones: I. 
Vigilar que en toda investigación de los delitos se 

cumpla estrictamente con los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados;… III. 

Ejercer la conducción y el mando de la investigación 

de los delitos, para lo cual deberá coordinar a las 

Policías y a los peritos durante la misma;…”  

 

 

      El precepto 212 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, establece que:  

 

“Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la 

existencia de un hecho que la ley señale como delito, 

dirigirá la investigación penal, sin que pueda 
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suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo 

en los casos autorizados en la misma. La investigación 
deberá realizarse de manera inmediata, eficiente, 

exhaustiva, profesional e imparcial, libre de 

estereotipos y discriminación, orientada a explorar 

todas las líneas de investigación posibles que permitan 

allegarse de datos para el esclarecimiento del hechos 

que la ley señala como delito, así como la 

identificación de quien lo cometió o participó en su 

comisión.” 

    
 

      En materia de legislación local, el artículo 19 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tamaulipas 

establece que:  

“… La investigación de los delitos corresponde al 

Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán 

bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de 

esta función. El ejercicio de la acción penal ante los 

tribunales corresponde al Ministerio Público. …”. 

 

      Igualmente en el ámbito local, se ha infringido lo 

preceptuado por los numerales 3 párrafo 2, 114 y 115 del Código de 

Procedimientos Penales para el Estado de Tamaulipas y 7, fracción I, 

apartado A, puntos 1, 2, 3 y 7, de la Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Estado de Tamaulipas, al no practicar las 

diligencias necesarias para acreditar el delito, tomando en cuenta los 

espacios de tiempo que han transcurrido dentro de la integración de 

la carpeta de investigación , al respecto, la siguiente tabla 

nos ilustra los periodos de inactividad:  
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  ACTUACIÓN CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. 

 

SÉPTIMA. Por otra parte, en el caso que nos ocupa el Ministerio 

Público al dar inicio a una investigación dentro de la carpeta número 

, por el delito de violencia familiar denunciado por la C. 

, fue omiso al no tomar en cuenta su 

actuación con perspectiva de género, debido a las agresiones, las 

amenazas de muerte y despojo, perpetradas en contra de la quejosa 

y su familia; en ese sentido la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

(Convención de Belém do Pará), en sus artículos 1º y 5º, establece 

que se entiende por violencia contra la mujer cualquier acción o 

conducta basada en su género que cause muerte, daño o sufrimiento 

físico, sexual o psicológico, tanto en el ámbito público como en el 

privado; que toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus 

derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, y que la 

violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de otros 

derechos. 

 

24/11/2020 al 22/01/2021  1 mes de inactividad 

22/01/2021 al 23/02/2021 1 mes de inactividad 

10/10/2021 al 08/12/2021 2 meses de inactividad 

08/12/2021 al 24/02/2022 2 meses de inactividad 

24/02/2022 al 16/02/2023 11 meses de inactividad 
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      Por otro lado, el artículo 5º de la Ley General de Acceso a 

las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, señala que la violencia 

contra las mujeres es cualquier acción u omisión, basada en su 

género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, 

patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito 

privado como en el público. 

 

Por lo tanto, se enfatiza que el Fiscal Investigador ha sido 

omiso en conducir su investigación para identificar, cuestionar y 

valorar la desigualdad de la víctima no solamente por su condición 

biológica, sino también por las diferencias culturales asignadas entre 

hombres y mujeres.      

 

      En razón de las consideraciones expuestas se 

concluye la vulneración del derecho a la legalidad y seguridad 

jurídica en perjuicio de la C. , 

por parte Agente del Ministerio Público de Procedimiento 

Penal Acusatorio, Comisionado a las Unidades Generales de 

Investigación en Guemez, Tamaulipas, al realizar los actos 

irregulares que ya han sido debidamente señalados.  
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REPARACION DEL DAÑO. 

 

OCTAVA. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 

los Tratados Internacionales, establecen como un derecho humano 

de las víctimas u ofendidos, la reparación del daño para asegurar de 

manera puntual y suficiente la protección a sus derechos 

fundamentales y responder al reclamo social, garantizando que en 

toda actuación desatinada, tenga derecho a una compensación por 

los daños y perjuicios ocasionados, como en esta acción u omisión 

que demora la administración de la justicia en agravio del 

disconforme de esta vía. 

 

      La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha 

establecido que la reparación de la violación a los derechos humanos 

no se limita al daño material, sino que también deben considerarse 

aquellos efectos nocivos de los hechos del caso que no tienen 

carácter económico o patrimonial y no pueden ser tasados en 

términos monetarios, esto es, lo que definió como daño moral o 

inmaterial; sobre este concepto, ha establecido que el daño moral 

puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causadas a 

las víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de 

valores muy significativos para las personas y otras perturbaciones 

que no son susceptibles de medición pecuniaria. 
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   De acuerdo con lo anterior, quienes prueben haber sido 

dañados en su patrimonio con motivo de una actividad 

administrativa irregular del Estado, tienen derecho a obtener una 

indemnización, de conformidad con el párrafo tercero del artículo 1º. 

constitucional; las víctimas de violaciones a sus derechos humanos 

tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, 

diferenciada, integral y efectiva por el daño que han sufrido. 

 

       

Sirve de apoyo la tesis 1ª CCCXLII/2015, emitida por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en 

la página 949, Tomo 1, décima época, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, cuyo rubro y texto dicen: 

 

“ACCESO A LA JUSTICIA. EL DEBER DE REPARAR 

A LAS VÍCTIMAS DE VIOLACIONES DE 

DERECHOS HUMANOS ES UNA DE LAS FASES 
IMPRESCINDIBLES DE DICHO DERECHO. 

La obligación de reparar a las víctimas cuando se ha 
concluido que existe una violación a los derechos 

humanos de aquéllas es una de las fases 

imprescindibles en el acceso a la justicia. Así pues, 

cuando existe una violación de derechos humanos, el 

sistema de justicia debe ser capaz de reparar el daño 

realizado por parte de las autoridades, e incluso -

dependiendo del tipo de violación- de impulsar un 

cambio cultural. La reparación ideal luego de una 

violación de derechos humanos es la entera 

restitución a la víctima (restitutio in integrum), la cual 

consiste en restablecer la situación antes de la 

violación. No obstante, ante la limitada posibilidad de 

que todas las violaciones de derechos humanos sean 
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reparadas en su totalidad por la naturaleza misma de 

algunas de ellas, la doctrina ha desarrollado una 
amplia gama de reparaciones que intentan compensar 

a la víctima de violaciones de derechos humanos 

mediante reparaciones pecuniarias y no pecuniarias. 

Las medidas no pecuniarias -también conocidas como 

reparaciones morales- se clasifican en: a) restitución y 

rehabilitación; b) satisfacción, y c) garantías de no 

repetición. La restitución busca, como su nombre lo 

indica, restablecer la situación que existía antes de la 

violación, mientras que la rehabilitación propone 
garantizar la salud de la víctima. La satisfacción tiene 

por objeto reparar a la víctima con medidas tendentes 

a la memoria, verdad y justicia. Las garantías de no 
repetición tienen la finalidad de asegurar que no se 

repita una práctica violatoria, incluyendo ordenar 

acciones que afectan las instituciones sociales, legales 

y políticas, así como las políticas públicas.” 

 

 

      Así también, la Ley de Protección a las Víctimas para el 

Estado de Tamaulipas, en el capítulo relativo a la Reparación 

Integral del Daño, establece que se deben comprender los siguientes 

aspectos: 

 

I. La restitución que busque devolver a la víctima a la 

situación anterior a la comisión del delito o a la 

violación de sus Derechos Humanos;  

 

II. La rehabilitación que facilite a la víctima hacer frente 

a los efectos sufridos por causa del hecho punible o 

de las violaciones de derechos humanos; 

 

 

III. La indemnización o compensación que se otorgue a 

la víctima de forma apropiada y proporcional a la 
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gravedad del hecho punible cometido o de la 

violación de Derechos Humanos sufrida y teniendo 
en cuenta las circunstancias de cada caso. Ésta se 

otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y 

pérdidas económicamente evaluables que sean 

consecuencia del delito o de la violación de Derechos 

Humanos; 

 

IV. La satisfacción que reconozca y restablezca la 

dignidad de las víctimas; y 

 Las medidas de no repetición que persigan la no 
reiteración del hecho punible o la violación de 

derechos sufrida por la víctima.  

 

      La emisión de esta resolución es el resultado obtenido 

después de haber concluido las investigaciones del caso por parte de 

esta Comisión de Derechos Humanos, en donde determina de 

acuerdo con el análisis y evaluación de los hechos, argumentos y 

pruebas que constan en el expediente que nos ocupa, que la 

autoridad o servidores públicos implicados han violado los derechos 

humanos de la afectada, al haber incurrido en actos u omisiones 

ilegales, injustos, irrazonables, inadecuados o erróneos, señalando 

las medidas procedentes para la efectiva restitución a los afectados 

de sus derechos fundamentales, y en su caso, las sanciones 

susceptibles de ser aplicadas a los responsables.  

 

      En mérito de lo expuesto, fundado y con sustento en los 

artículos 3, 8, 48 y 49 de la Ley de la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de Tamaulipas, se emite la siguiente: 
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R E C O M E N D A C I Ó N:  

AL FISCAL GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO: 

 

PRIMERA. Gire instrucciones escritas a quien corresponda, para que 

se dicten las acciones necesarias a fin de que en el menor tiempo 

posible sean desahogadas las diligencias que se encuentran 

pendientes de practicar dentro de la Carpeta de Investigación 

Número , tramitada en la Agencia del Ministerio Público de 

Procedimiento Penal Acusatorio, Comisionado a las Unidades 

Generales de Investigación en Güemez, Tamaulipas; y sea 

determinada conforme a derecho, teniendo en cuenta los motivos y 

fundamentos aquí advertidos; para tal efecto se deberán destinar 

todos los medios y/o recursos humanos y materiales para la 

consecución de tal fin.  

 

SEGUNDA. Emprenda las acciones necesarias para que se realice la 

atención y la reparación integral del daño a la C.  

y demás víctimas indirectas en el presente caso, en 

las que se incluyan todas las medidas de restitución, rehabilitación, 

compensación, satisfacción y garantías de no repetición, de 

conformidad con la Ley General de Víctimas, la Ley de Atención a 

Víctimas del Estado y los instrumentos internacionales vinculados en 

la presente Recomendación. 

 

 



Queja No. 237/2022 

 31 

TERCERA. Gire sus apreciables instrucciones a quien corresponda, a 

fin de que se continúe con la investigación del Expediente de Queja 

 iniciado ante el Agente del Ministerio Público adscrito a la 

Dirección de Quejas Procedimientos Administrativos y Dictaminación 

de la Fiscalía Especializada en Asuntos Internos de esa Fiscalía, en 

contra del Lic. , Agente del Ministerio 

Público de Procedimiento Penal Acusatorio, Comisionado a las 

Unidades Generales de Investigación en Güemez, Tamaulipas, 

implicado en la investigación penal de referencia. 

 

CUARTA. Se brinde capacitación al servidor público implicado de esa 

Fiscalía, para que su actuación en los casos como el aquí analizado, 

obedezca siempre a los lineamientos establecidos, procurando en 

todo momento garantizar en su conjunto los derechos humanos de 

las víctimas; así como el fortalecimiento de valores éticos y morales, 

en los que se les induzca a ajustar su actuación a los principios que 

rigen en el servicio público, con perspectiva de género.   

 

QUINTA. Se designe al servidor público que dará seguimiento a la 

instrumentación de la Recomendación emitida, lo anterior en caso de 

ser aceptada. 

 

      De conformidad con lo dispuesto por el artículo 49 de la 

Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, 

solicítese a la autoridad recomendada que dentro del plazo de diez 

días hábiles, contados a partir de la fecha de recepción de la 






